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LEY 1780 DE 2016

(mayo 2 de 2016)

por medio de la cual se promueve el empleo y el emprendimiento juvenil, se generan medidas para superar

barreras de acceso al mercado de trabajo y se dictan otras disposiciones.

 
El Congreso de Colombia

 

DECRETA

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto impulsar la generación de empleo para los jóvenes

entre 18 y 28 años de edad, sentando las bases institucionales para el diseño y ejecución de políticas de

empleo,  emprendimiento  y  la  creación  de  nuevas  empresas  jóvenes,  junto  con  la  promoción  de

mecanismos que impacten positivamente en la vinculación laboral con enfoque diferencial, para este grupo

poblacional en Colombia.

 

TÍTULO I

INCENTIVOS PARA LA CONTRATACIÓN DE JÓVENES Y SU VINCULACIÓN AL SECTOR PRODUCTIVO

 

Artículo 2. Pequeña Empresa Joven.  Para los efectos de la presente ley se entiende por pequeña

empresa joven la conformada por personas naturales o jurídicas que cumplan con las condiciones definidas

en el numeral primero del artículo 2 de la Ley 1429 de 2010. Tendrán derecho a acogerse a los beneficios

establecidos en este artículo las personas naturales que tengan hasta 35 años. En el caso de las personas

jurídicas, deben tener participación de uno o varios jóvenes menores de 35 años, que represente como

mínimo la mitad más uno de las cuotas, acciones o participaciones en que se divide el capital.
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Para los efectos de esta ley, el inicio de la actividad económica principal, debe entenderse en los términos

definidos en el numeral segundo del artículo 2° de la Ley 1429 de 2010.

 

Artículo 3.  Exención del  pago en la matrícula mercantil  y  su renovación.  *EXEQUIBLE* Las

pequeñas empresas jóvenes que inicien su actividad económica principal a partir de la promulgación de la

presente ley, quedarán exentas del pago de la matrícula mercantil y de la renovación del primer año

siguiente al inicio de la actividad económica principal.

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarardo EXEQUIBLE, por los cargos analizados, mediante Sentencia  C-333/17 de 17 Mayo de

2017, Magistrado Ponente Dr.  Iván Humberto Escrucería Mayolo.

 

Artículo 4. Cumplimiento de obligaciones. Los beneficios establecidos en la presente ley no exceptúan

el  cumplimiento  de  las  obligaciones  de  las  pequeñas  empresas  jóvenes  beneficiarias,  en  materia  de

presentación  de  declaraciones  tributarias,  del  cumplimiento  de  sus  obligaciones  laborales  y  de  sus

obligaciones mercantiles consignadas en el Código de Comercio.

 

Artículo  5.  Conservación  y  pérdida  de  los  beneficios.  Las  personas  naturales  y  jurídicas  que

conforman la pequeña empresa joven, deberán mantener los requisitos definidos en el artículo 2° de esta

ley para conservar los beneficios aquí previstos.

 
Así mismo, las pequeñas empresas jóvenes que sean enajenadas y sean adquiridas por personas naturales

o jurídicas que no cumplan con los requisitos para obtener los beneficios descritos en la presente ley,  no

podrán conservar los beneficios de la misma.

Parágrafo 1. El cumplimiento de estos requisitos deberá manifestarse al momento de hacer la renovación

anual de la matrícula mercantil.

Parágrafo  2.  Los  beneficios  de  que  trata  el  artículo  3°  de  la  presente  ley,  se  perderán  en  el  evento  de

incumplimiento de la renovación de la matrícula mercantil dentro de los tres (3) primeros meses del año, el

impago de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral y demás contribuciones de nómina y el



incumplimiento de las obligaciones en materia tributaria.

Este  último  evento  se  configurará  a  partir  del  incumplimiento  en  la  presentación  de  las  declaraciones

tributarias y de los pagos de los valores en ellas determinados, cuando los mismos no se efectúen dentro

de los términos legales señalados para el efecto por el Gobierno nacional.

 

Artículo 6. Prohibición para acceder a los beneficios de la presente ley.  No podrán acceder a los

beneficios contemplados en la presente ley las pequeñas empresas jóvenes constituidas con posterioridad a

la entrada en vigencia de esta ley, en las cuales el objeto social, la nómina, el o los establecimientos de

comercio, el domicilio, los intangibles o los activos que conformen su unidad de explotación económica,

sean los mismos de una empresa disuelta, liquidada, escindida o inactiva con posterioridad a la entrada en

vigencia de la presente ley.

Parágrafo. Se entenderá por empresas inactivas aquellas que:

a) No hubieren realizado aportes a la seguridad social por no tener personal contratado durante al menos

un (1) año consecutivo, y b) No hubieren cumplido por un (1) año con su obligación de renovar la matrícula

mercantil.

 

Artículo 7. No aporte a Cajas de Compensación Familiar. Los empleadores que vinculen a nuevo

personal que al momento del inicio del contrato de trabajo tengan entre 18 a 28 años de edad no tendrán

que realizar los aportes a Cajas de Compensación Familiar por tales trabajadores afiliados durante el primer

año de vinculación.

Para acceder al anterior beneficio, el empleador deberá incrementar el número de empleados con relación

a los que tenía en la nómina del año anterior; e incrementar el valor total de la nómina del año gravable

inmediatamente anterior en términos constantes al que se va a realizar la correspondiente exención de

pago.

El Gobierno nacional reglamentará dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente

ley,  las condiciones que deben cumplir  las empresas para acceder a los beneficios contemplados en este

artículo.

Parágrafo  1.  El  beneficio  de  que  trata  este  artículo  sólo  aplica  para  nuevo  personal,  sin  que  puedan

interpretarse  como  nuevo  personal  aquel  que  se  vincule  luego  de  la  fusión  de  empresas.



Parágrafo 2. En ningún caso, el beneficio previsto se podrá realizar sobre las personas menores de 28 años

de edad, que se vinculen para reemplazar personal contratado con anterioridad.

Parágrafo 3.  Los trabajadores afiliados mediante este mecanismo gozarán de los mismos beneficios en el

Sistema de Subsidio Familiar que los trabajadores por los que se realizan aportes regulares.

 

Artículo  8.  Promoción  de  empleo  y  emprendimiento  juvenil.  Las  entidades  del  Estado  que

administren  y  ejecuten  programas  de  emprendimiento,  en  el  marco  de  la  Política  Nacional  de

Emprendimiento,  fortalecerán  su  presencia  institucional  para  incentivar  y  promover  el  empleo  y  el

emprendimiento juvenil, con especial énfasis en la ruralidad, minorías étnicas del país y jóvenes inmersos

en el proceso de posconflicto.

 

Artículo 9. Promoción del Empleo y el Emprendimiento a través del Mecanismo de Protección al

Cesante.  El  Gobierno  nacional  definirá  alternativas  para  el  desarrollo  de  programas  de  empleo,

emprendimiento y/o desarrollo empresarial, en el marco del Mecanismo de Protección al Cesante, los cuales

serán  financiados  con  cargo  al  Fosfec.  Asimismo,  reglamentará  en  un  plazo  de  seis  (6)  meses  el

procedimiento  para  la  aplicación  de  dichas  alternativas.

Parágrafo 1. Los recursos destinados para el desarrollo de programas de empleo, emprendimiento y/o

desarrollo empresarial, se definirán una vez se aseguren los recursos para las prestaciones económicas de

que trata la Ley 1636 de 2013.

Parágrafo  2.  Con  el  fin  de  dinamizar  e  impulsar  el  desarrollo  económico  y  social  en  zonas  rurales  y  de

posconflicto,  las  Cajas  de  Compensación  Familiar  podrán  destinar  recursos  del  Fosfec  para  financiar  y

operar programas y proyectos relacionados, con la promoción de empleo y el emprendimiento, el desarrollo

de  obras  en  los  territorios,  la  generación  de  ingresos,  el  impulso  y  financiamiento  de  las  actividades

agropecuarias, la promoción de la asociatividad y el desarrollo de proyectos productivos, entre otros, de

acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno nacional, dentro de los seis (6) meses

siguientes a la expedición de la presente ley.

 

Artículo 10. Componentes del Mecanismo de Protección al Cesante.  Adiciónese un numeral  al

artículo 2° de la Ley 1636 de 2013, como componente del Mecanismo de Protección al Cesante el cual

quedará así:

“Artículo  2.  Creación  del  Mecanismo  de  Protección  al  Cesante.  Créase  el  Mecanismo  de



Protección al Cesante, el cual estará compuesto por:

(“…”) 5. Promoción del emprendimiento y desarrollo empresarial, como herramienta para impulsar y

financiar  nuevos  emprendimientos,  e  iniciativas  de  autoempleo  e  innovación  social  para  el

emprendimiento, los cuales incluyen, entre otros, créditos y microcréditos, fondos de capital semilla para

el desarrollo de negocios, desarrollo y/o apoyo a micro y pequeñas empresas, a través de la asistencia

técnica empresarial, referente a la administración, gerencia, posicionamiento, mercadeo, innovación,

gestión de cambio y articulación con el tejido empresarial.

Para el efecto se deberán aplicar metodologías probadas, directamente por la Caja de Compensación

Familiar, o a través de alianzas con entidades expertas, que midan los resultados de su aplicación en

términos de generación de empresas y/o desarrollo de las empresas apoyadas.

Parágrafo 1. Los recursos invertidos en la ejecución de programas de microcrédito bajo la vigencia de la

Ley 789 de 2002, incorporados al Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante

(Fosfec), de acuerdo con el numeral 2 del artículo 6° de la Ley 1636 de 2013, serán destinados como

saldo  inicial  para  el  componente  de promoción y  fomento  del  emprendimiento  del  Mecanismo de

Protección  al  Cesante  y  podrán  ser  utilizados  para  los  fines  previstos  en  este  artículo,  conforme  a  la

reglamentación  que  para  el  efecto  expida  el  Ministerio  de  Trabajo,  dentro  de  los  seis  (6)  meses

siguientes a la expedición de la presente ley.

Parágrafo  2.  Las  Cajas  de  Compensación  Familiar,  deberán  seguir  principios  de  asociación,  eficiencia,

idoneidad y economía de escala, en la selección de aliados para operar los temas de los que trata este

artículo,  bien  sean  entidades  financieras  vigiladas  por  la  Superintendencia  Financiera,  otras  Cajas  de

Compensación Familiar u otras entidades, de acuerdo con los lineamientos que para el efecto expida el

Ministerio del Trabajo.

Parágrafo  3.  Los  recursos  destinados  para  financiar  nuevos  emprendimientos,  e  iniciativas  de

autoempleo e innovación social para el emprendimiento se regirán por el derecho privado y la decisión

de financiación estará a cargo del Consejo Directivo de la Caja de Compensación Familiar respectiva.

 
 

TÍTULO II

PROMOCIÓN DEL EMPLEO JUVENIL EN EL SECTOR PÚBLICO



CAPÍTULO I

Iniciativas para las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, Empresas de Economía Mixta,

Empresas Sociales del Estado y Empresas de Servicios Públicos, del Sector Público

 
 
Artículo  11.  Desarrollo  de  programas  de  jóvenes  talentos.  El  Gobierno  nacional  creará  y

reglamentará en un plazo no mayor de doce (12) meses, contados a partir de la expedición de la presente

ley, un programa de incentivos destinado a jóvenes talentos sin experiencia que promueva su vinculación y

promoción, de acuerdo con sus méritos, dentro de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado,

Sociedades  de  Economía  Mixta,  Empresas  Sociales  del  Estado y  Empresas  oficiales  de  Servicios  Públicos,

dando prioridad a los jóvenes inmersos en el proceso de posconflicto.

 

Artículo 12. Promoción de la vinculación laboral de los jóvenes. Las empresas establecidas en el

presente capítulo incentivarán, de acuerdo con sus necesidades, la creación de oportunidades laborales en

empleos o actividades que no exijan experiencia laboral, bien sea a través de la generación de nuevos

puestos de trabajo, la provisión de vacantes existentes o cualquier otra modalidad de vinculación.

 

CAPÍTULO II

Iniciativas para las Entidades Públicas del Sector Central y Entidades Territoriales

 

Artículo 13. Promoción de escenarios de práctica en las Entidades Públicas. El Gobierno Nacional,

a través del Ministerio del Trabajo y el Departamento Administrativo de la Función Pública, desarrollará y

reglamentará una política que incentive, fomente y coordine los programas de jóvenes talentos, orientados

a que jóvenes sin experiencia puedan realizar prácticas laborales, judicatura y relación docencia de servicio

en el área de la salud, en las entidades públicas, las cuales contarán como experiencia para el acceso al

servicio público.

Parágrafo 1. En caso de realizar en el sector público la práctica laboral, judicatura o relación docencia de

servicio  en  el  área  de  la  salud,  las  entidades  públicas  podrán  realizar  la  vinculación  formativa  del

practicante y no será obligatorio celebrar convenios con la Institución Educativa, salvo en los casos en que

la Institución Educativa lo solicite en el marco de la autonomía universitaria.

Parágrafo 2. Para el proceso de desarrollo y reglamentación se contará con un plazo de seis (6) meses,

contados a partir de la expedición de la presente ley.



Parágrafo  3.  A  través  del  Mecanismo  de  Protección  al  Cesante  y  con  cargo  al  Fosfec,  podrá  financiarse

práctica laboral, judicatura y relación docencia de servicio en el área de la salud como mecanismo para que

los jóvenes adquieran experiencia laboral relacionada a su campo de estudio.

 

Artículo  14.  Modificación  de  las  plantas  de  personal.  Las  entidades  del  Estado  que  adelanten

modificaciones a su planta de personal, a partir de la publicación de la presente ley, deberán garantizar que

al menos un diez por ciento (10%) de los nuevos empleos no requieran experiencia profesional, con el fin de

que puedan ser provistos con jóvenes recién egresados de programas técnicos, tecnólogos y egresados de

programas de pregrado de instituciones de educación superior.  El  Departamento Administrativo de la

Función  Pública  fijará  los  lineamientos  y  propondrá  las  modificaciones  a  la  normativa  vigente,  para  el

cumplimiento  de  lo  señalado  en  el  presente  artículo.

Parágrafo. Para el cumplimiento de este artículo se tendrán en cuenta las disposiciones previstas en la Ley

909 del 2004.

 

TÍTULO III

PRÁCTICAS LABORALES

 

Artículo 15. Naturaleza, definición y reglamentación de la práctica laboral.  La práctica laboral es

una  actividad  formativa  desarrollada  por  un  estudiante  de  programas  de  formación  complementaria

ofrecidos por las escuelas normales superiores y educación superior  de pregrado,  durante un tiempo

determinado, en un ambiente laboral real, con supervisión y sobre asuntos relacionados con su área de

estudio o desempeño y su tipo de formación; para el cumplimiento de un requisito para culminar sus

estudios u obtener un título que lo acreditará para el desempeño laboral.

Por tratarse de una actividad formativa, la práctica laboral no constituye relación de trabajo.

Parágrafo 1. Las prácticas en relación docencia de servicio en el área de la salud, contrato de aprendizaje

establecido en la Ley 789 de 2002 y sus Decretos Reglamentarios, así como la judicatura, continuarán

siendo reguladas por las disposiciones vigentes.

Parágrafo 2. La práctica laboral descrita en esta Ley como requisito de culminación de estudios u obtención

del título, puede darse en concurrencia con la formación teórica o al finalizar la misma.



Parágrafo 3. El Ministerio del Trabajo reglamentará en un plazo de seis (6) meses las prácticas laborales en

los términos de la presente ley.

 

Artículo 16. Condiciones mínimas de la práctica laboral. Las prácticas laborales, deberán cumplir con

las siguientes condiciones mínimas:

a) Edad: En concordancia con lo establecido por el Código de la Infancia y la Adolescencia, las prácticas

laborales no podrán ser realizadas por personas menores de quince (15) años de edad. En todo caso, los

adolescentes entre los quince (15) y diecisiete (17) años de edad, requieren la respectiva autorización para

tal fin, de acuerdo con la reglamentación que se expida para el efecto.

b) Horario de la práctica: El horario de la práctica laboral deberá permitir que el estudiante asista a las

actividades formativas que la Institución de Educación disponga. En todo caso, el horario de la práctica

laboral no podrá ser igual o superior a la jornada ordinaria y en todo caso a la máxima legal vigente.

c) Vinculación: Las prácticas laborales hacen parte de un proceso formativo en un entorno laboral real y en

ellas participan tres sujetos: el estudiante, el escenario de práctica y la institución educativa.

Para la regulación de las relaciones de estos sujetos, se deberán celebrar acuerdos de voluntades por

escrito, en los cuales se especifiquen como mínimo los siguientes aspectos: obligaciones de las tres partes,

derechos de las tres partes, duración de la práctica laboral, lugar de desarrollo de la práctica, supervisión

de la práctica laboral.

 

Artículo 17. Reporte de las plazas de práctica laboral en el Servicio Público de Empleo. Todos los

empleadores están obligados a reportar sus plazas de práctica laboral al Servicio Público de Empleo.

 

Artículo 18. Mecanismos para la homologación de experiencia laboral. Modifíquese el artículo 64 de

la Ley 1429 de 2010, el cual quedará así:

“Artículo 64. Para los empleos que requieran título de profesional o tecnológico o técnico y experiencia,

se podrá homologar la falta de experiencia por títulos adicionales obtenidos, bien sean en instituciones

de  educación  superior  o  de  educación  para  el  trabajo  y  el  desarrollo  humano  nacionales  o

internacionales  convalidados.  Será  tenida  en  cuenta  la  experiencia  laboral  adquirida  en  prácticas

laborales, contratos de aprendizaje, judicatura, relación docencia de servicio del sector salud, servicio

social obligatorio o voluntariados”.



 
 

TÍTULO IV

PROMOCIÓN DE LA VINCULACIÓN LABORAL Y NORMALIZACIÓN DE LA SITUACIÓN MILITAR

 

Artículo  19.  Reducción  de  la  edad  máxima  de  incorporación  a  filas  para  la  prestación  del

servicio militar. Los colombianos declarados aptos por el Ministerio de Defensa Nacional para prestar el

servicio militar podrán ser incorporados a partir de la mayoría de edad hasta faltando un día para cumplir

los veinticuatro (24) años de edad.

 

Artículo 20. Acreditación de la situación militar para el trabajo.  La situación militar se deberá

acreditar para ejercer cargos públicos, trabajar en el sector privado y celebrar contratos de prestación de

servicios como persona natural con cualquier entidad de derecho público.

Sin perjuicio de la obligación anterior, las entidades públicas o privadas no podrán exigir al ciudadano la

presentación de la tarjeta militar para ingresar a un empleo. Las personas declaradas no aptas, exentas o

que  hayan  superado  la  edad  máxima  de  incorporación  a  filas  podrán  acceder  a  un  empleo  sin  haber

definido  su  situación  militar.  Sin  embargo,  a  partir  de  la  fecha  de  su  vinculación  laboral  estas  personas

tendrán  un  lapso  de  dieciocho  (18)  meses  para  definir  su  situación  militar.  En  todo  caso,  no  se  podrán

contabilizar dentro de los dieciocho (18) meses previstos en este artículo, las demoras que no le sean

imputables al trabajador.

Los  ciudadanos  que accedan a  los  beneficios  previstos  en  el  presente  artículo,  deberán tramitar  ante  las

autoridades de reclutamiento una certificación provisional en línea que acredite el trámite de la definición

de la situación militar por una única vez, que será válida por el lapso de tiempo indicado anteriormente.

Parágrafo  1.  Las  personas  declaradas  no aptas,  exentas  o  que hayan superado la  edad máxima de

incorporación a filas,  que tengan una vinculación laboral  vigente y no hayan definido su situación militar,

tendrán un plazo para normalizar su situación de dieciocho (18) meses, contados a partir de la entrada en

vigencia de la presente ley.

 
Parágrafo 2. La vinculación laboral de población no apta, exenta o que haya superado la edad máxima de

incorporación, no dará lugar a la sanción prevista en el literal f) del artículo 42 de la Ley 48 de 1993, o las

normas que la modifiquen, sustituyan o adicionen.



Parágrafo 3. Para el pago de la cuota de compensación militar y las sanciones e infracciones de la presente

ley de quienes se acojan a este beneficio,  podrán realizarse descuentos de nómina,  libranzas o cualquier

otra modalidad de pago que reglamente el Gobierno nacional siempre y cuando medie autorización escrita

del trabajador.

 

Artículo 21. Jornadas Especiales.  El  Ministerio  de Defensa Nacional  tendrá la  facultad de realizar

jornadas especiales en todo el territorio nacional, con el fin de agilizar la definición de la situación militar de

los varones colombianos y solucionar la situación jurídica y económica de los beneficiarios de la presente

ley.

En estas jornadas especiales, el Gobierno nacional podrá establecer exenciones hasta un sesenta por ciento

(60%) de la cuota de compensación militar de las personas que se presenten a estas jornadas y disminuir

hasta en un noventa por ciento (90%) las multas que hasta la fecha de la jornada deban los infractores que

se presenten a estas.

 

TÍTULO V

DISPOSICIONES Y VARIOS

 

Artículo 22. Alcance a beneficiarios y focalización de programas en el marco del Mecanismo de

Protección al Cesante. Todas las personas que estén buscando trabajo o quieran mejorar sus niveles de

empleabilidad pueden ser beneficiarias del Mecanismo de Protección al  Cesante, creado por la Ley 1636

de 2013.

Lo anterior no excluye los requisitos particulares para acceder a los beneficios económicos del Mecanismo

de Protección al Cesante, definidos en el artículo 13 de la Ley 1636 de 2013.

Para priorizar el desarrollo de las políticas que se establezcan en el marco del Mecanismo de Protección al

Cesante, el Ministerio del Trabajo, de acuerdo a la reglamentación que expida para tal fin, podrá establecer

los lineamientos, mecanismos y herramientas que permitan realizar la adecuada redistribución regional de

los recursos que hacen parte del Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante

(Fosfec), a fin de atender las prioridades de la población objetivo y cumplir con la finalidad de los mismos.

 

Artículo 23. Oportunidades laborales para jóvenes que se encuentran en los centros de cuidado



y protección del  Estado.  El  Ministerio  de Trabajo  y  el  Instituto  Colombiano de Bienestar  Familiar,

realizarán acciones para establecer un acceso preferente de los adolescentes y jóvenes que se encuentran

bajo  protección  del  Instituto  Colombiano  de  Bienestar  Familiar,  a  rutas  de  inserción  laboral  y

emprendimiento.

Estas  rutas  de  inserción  incluirán  programas  para  el  fortalecimiento  de  las  habilidades  laborales,

herramientas que faciliten su ingreso al mercado laboral, mejoren su desempeño en los sitios de trabajo y

promuevan la generación de ingresos, entre otros.

 

Artículo 24. Trabajo decente en las empresas de los nuevos tiempos. Las empresas que presten

bienes o servicios a través de plataformas electrónicas, deberán incorporar a los mismos mecanismos para

realizar los procesos de afiliación, cotización o descuentos al Sistema de Seguridad Social Integral.

 

Artículo 25. Prácticas laborales en el sector minero-energético. El Gobierno nacional, a través del

Ministerio del  Trabajo,  desarrollará y reglamentará una política que incentive, fomente y coordine los

programas  de  jóvenes  talentos,  orientados  a  que  jóvenes  sin  experiencia  puedan  realizar  prácticas

laborales en las empresas contratistas y subcontratistas de exploración, explotación, transporte del sector

minero-energético.

 

Artículo  26.  Procedimiento  para  fijar  la  cuota  monetaria.  La  cuota  monetaria  será  fijada  por

departamento, por la Superintendencia del Subsidio Familiar o la entidad que haga sus veces, el mes de

enero de cada año, aplicando el siguiente procedimiento:

a) Se toman los aportes empresariales al Sistema del Subsidio Familiar del departamento.

b) Una vez establecidos los aportes señalados en el literal anterior, se descontarán las obligaciones de ley a

cargo de las Cajas de Compensación Familiar de la jurisdicción, y se dividirá este resultado por el total de

cuotas  de  subsidio  pagadas  por  personas  a  cargo  beneficiarias  en  el  mismo departamento  de  la  Caja  de

Compensación Familiar. Para estos efectos se considera a Bogotá, D.C., como parte del departamento de

Cundinamarca.

 

Artículo 27. Educación económica y financiera, cooperativa y solidaria en el Sistema educativo.

Para avanzar en el  propósito nacional  de que la niñez y la juventud reciban educación económica y



financiera,  en  todas  las  instituciones  educativas,  públicas  y  privadas,  se  impulsará  en  todos  los  ciclos

educativos, la cultura de la solidaridad, y la cooperación, así como el desarrollo del modelo empresarial

cooperativo y de la economía solidaria, como alternativa de asociatividad y emprendimiento cooperativo y

solidario para la generación de ingresos, y la adecuada valoración de la economía.

Parágrafo.  Se  apoyarán  las  experiencias  de  cooperativas  escolares,  como forma  de  emprendimiento

cooperativo y como apoyo al proceso educativo en las áreas curriculares.

 

Artículo 28. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y

deroga todas las normas que le sean contrarias.

 

El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Fernando Velasco Chaves.

EL Secretario General del honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alfredo Rafael Deluque Zuleta.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y Cúmplase.

Dada en Cartagena de Indias, D. T. y C., a 2 de mayo de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Comandante General de las Fuerzas Militares, encargado de las Funciones del Despacho del Ministro de

Defensa Nacional,

General Juan Pablo Rodríguez Barragán.

La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,



Cecilia Álvarez-Correa Glen.

El Ministro de Trabajo,

Luis Eduardo Garzón.

La Directora del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Liliana Caballero Durán.

LEY 1779 DE 2016
LEY 1779 DE 2016

 
LEY 1779 DE 2016

(abril 11 de 2016)

por medio de la cual se modifica el artículo 8 de la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por las

Leyes 548 de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010 y 1738 de 2014.

 
 

El Congreso de Colombia

 

DECRETA

 

Artículo 1. El artículo 8 de la Ley 418 de 1997, modificado por el artículo 3 de la Ley 1421 de 2010, a

su vez prorrogado por el artículo 1 de la Ley 1738 de 2014, quedará así:

Artículo  8.  Los  representantes  autorizados  expresamente  por  el  Gobierno  nacional,  con  el  fin  de

promover  la  reconciliación  entre  los  colombianos,  la  convivencia  pacífica  y  lograr  la  paz,  podrán:

–  Realizar  todos  los  actos  tendientes  a  entablar  conversaciones  y  diálogos  con  grupos  armados

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/25/ley-1779-de-2016/


organizados al margen de la ley.

– Adelantar diálogos, negociaciones y firmar acuerdos con los voceros o miembros representantes de los

grupos  armados  organizados  al  margen  de  la  ley,  dirigidos  a:  obtener  soluciones  al  conflicto  armado,

lograr la efectiva aplicación del derecho internacional humanitario, el respeto de los derechos humanos,

el cese de hostilidades o su disminución, la reincorporación a la vida civil de los miembros de estas

organizaciones o su tránsito a la legalidad y la creación de condiciones que propendan por un orden

político, social y económico justo.

Los acuerdos y su contenido serán los que a juicio del Gobierno sean necesarios para adelantar el

proceso  de  paz  y  su  cumplimiento  será  verificado  por  las  instancias  nacionales  o  internacionales  que

para el efecto y de común acuerdo designen las partes.

Estos acuerdos deben garantizar el normal y pleno funcionamiento de las instituciones civiles de la

región en donde ejerce influencia el grupo armado al margen de la ley que lo suscribe.

Cuando así lo disponga el Gobierno nacional según lo acordado por las partes, en el marco de un proceso

de  desarme,  una  instancia  internacional  podrá  estar  encargada  de  funciones  tales  como  la

administración,  registro,  control,  destrucción  o  disposición  final  del  armamento  del  grupo  armado

organizado  al  margen  de  la  ley  y  las  demás  actividades  necesarias  para  llevar  a  cabo  el  proceso.

A la respectiva instancia internacional que acuerden las partes se les otorgarán todas las facilidades,

privilegios,  de  carácter  tributario  y  aduanero,  y  protección  necesarios  para  su  establecimiento  y

funcionamiento en el territorio nacional.

Parágrafo 1. De conformidad con las normas del Derecho Internacional Humanitario, y para los efectos

de la presente ley, se entiende por grupo armado organizado al margen de la ley, aquel que bajo la

dirección de un mando responsable, ejerza sobre una parte del territorio un control tal que le permita

realizar operaciones militares sostenidas y concertadas.

Se entiende por miembro-representante, la persona que el grupo armado organizado al margen de la ley

designe como representante suyo para participar en los diálogos, negociación o suscripción de acuerdos

con el Gobierno nacional o sus delegados.

Se entiende por vocero persona de la sociedad civil que sin pertenecer al grupo armado organizado al

margen de la ley, pero con el consentimiento expreso de este, participa en su nombre en los procesos de

paz, diálogos, negociaciones y acuerdos. No será admitida como vocero, la persona contra quien obre,



previo al inicio de estos, resolución o escrito de acusación.

Parágrafo  2.  Una vez iniciado un proceso de diálogo,  negociación o  firma de acuerdos,  y  con el  fin de

facilitar el desarrollo de los mismos, las autoridades judiciales correspondientes suspenderán las órdenes

de  captura  que  se  hayan  dictado  o  se  dicten  en  contra  de  los  miembros  representantes  de  las

organizaciones armadas al margen de la ley con los cuales se adelanten diálogos, negociaciones o

acuerdos de paz.

Para tal efecto, el Gobierno nacional comunicará a las autoridades señaladas el inicio, terminación o

suspensión de diálogos, negociaciones o firma de acuerdos y certificará la participación de las personas

que actúan como voceros o miembros representantes de dichos grupos armados organizados al margen

de  la  ley.  Las  partes  acordarán  mecanismos  de  verificación  conjunta  de  los  acuerdos,  diálogos  o

acercamientos  y  de  considerarlo  conveniente  podrán acudir  a  instituciones  o  personas  de  la  vida

nacional o internacional para llevar a cabo dicha verificación.

 
Igualmente,  se  suspenderán  las  órdenes  de  captura  que  se  dicten  en  contra  de  los  voceros  con

posterioridad al inicio de los diálogos, negociaciones o suscripción de acuerdos, por el término que duren

estos.

Se garantizará la seguridad y la integridad de todos los que participen en los procesos de paz, diálogos,

negociaciones y acuerdos de que trata esta ley.

Parágrafo 3. El Gobierno nacional o los representantes autorizados expresamente por el mismo, podrán

acordar con los voceros o miembros representantes de las organizaciones armadas al margen de la ley,

en un proceso de paz, y para efectos del presente artículo, su ubicación temporal o la de sus miembros

en precisas y determinadas zonas del territorio nacional, de considerarse conveniente. En las zonas

aludidas quedará suspendida la ejecución de las órdenes de captura contra estos y los demás miembros

del grupo organizado al margen de la ley al igual que durante el transcurso del desplazamiento hacia las

mismas  hasta  que  el  Gobierno  así  lo  determine  o  declare  que  ha  culminado  dicho  proceso.

Adicionalmente, si así lo acordaran las partes, a solicitud del Gobierno nacional y de manera temporal se

podrá suspender la ejecución de las órdenes de captura en contra de cualquiera de los miembros del

grupo armado organizado al margen de la ley, por fuera de las zonas, para adelantar actividades propias

del proceso de paz.

En esas zonas, que no podrán ubicarse en áreas urbanas, se deberá garantizar el  normal y pleno

ejercicio  del  Estado  de  Derecho.  El  Gobierno  definirá  la  manera  como  funcionarán  las  instituciones

públicas para garantizar los derechos de la población. De conformidad con lo que acuerden las partes en



el marco del proceso de paz, el Gobierno al establecer las zonas deberá:

1. Precisar la delimitación geográfica de las zonas.

2.  Establecer el  rol  de las instancias nacionales e internacionales que participen en el  proceso de

dejación de armas y tránsito a la legalidad de las organizaciones armadas al margen de la ley.

3. Establecer las condiciones y compromisos de las partes para definir la temporalidad y funcionamiento

de las zonas mencionadas.

Parágrafo 4. El Presidente de la República, mediante orden expresa y en la forma que estime pertinente,

determinará la localización y las modalidades de acción de la Fuerza Pública, siendo fundamental para

ello que no se conculquen los derechos y libertades de la comunidad, ni generen inconvenientes o

conflictos sociales.

Parágrafo 5. Cuando se trate de diálogos, negociaciones o firma de acuerdos con el Gobierno nacional, la

calidad de miembro del grupo armado organizado al margen de la ley de que se trate, se acreditará

mediante una lista suscrita por los voceros o miembros representantes designados por dicho grupo, en la

que se reconozca expresamente tal calidad.

Esta lista será recibida y aceptada por el Alto Comisionado para la Paz de buena fe, de conformidad con

el principio de confianza legítima, base de cualquier acuerdo de paz, sin perjuicio de las verificaciones

correspondientes.

 

Artículo 2. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.

 

El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Fernando Velasco Chaves.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alfredo Rafael Deluque Zuleta.



El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y Cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de abril de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro del Interior,

Juan Fernando Cristo Bustos.

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Yesid Reyes Alvarado.

El Ministro de Defensa Nacional,

Luis Carlos Villegas Echeverri.

LEY 1778 DE 2016
LEY 1778 DE 2016

 
LEY 1778 DE 2016

(febrero 2 de 2016)

por la cual se dictan normas sobre la responsabilidad de las personas jurídicas por actos de corrupción

transnacional y se dictan otras disposiciones en materia de lucha contra la corrupción.

 
El Congreso de Colombia

 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/25/ley-1778-de-2016/


 
DECRETA

 

CAPÍTULO I

Responsabilidad administrativa de las personas jurídicas por soborno de servidores públicos extranjeros en

transacciones comerciales internacionales

 

Artículo 1. Principios de la actuación administrativa. La Superintendencia de Sociedades deberá

interpretar  y  aplicar  las  disposiciones  que  regulan  las  actuaciones  y  procedimientos  administrativos

previstos en esta ley a la luz de los principios consagrados en la Constitución Política, en la primera parte

de la Ley 1437 de 2011  y en especial de los principios de debido proceso, igualdad, imparcialidad,

presunción  de  inocencia,  proporcionalidad  de  la  sanción,  seguridad  jurídica,  buena  fe,  moralidad,

participación, responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad.

 

Artículo 2. Responsabilidad administrativa de las personas jurídicas. Las personas jurídicas que por

medio de uno o varios: (i) empleados, (ii) contratistas, (iii) administradores, o (iv) asociados, propios o de

cualquier  persona  jurídica  subordinada:  (i)  den,  (ii)  ofrezcan,  o  (iii)  prometan,  a  un  servidor  público

extranjero, directa o indirectamente: (i) sumas de dinero, (ii) cualquier objeto de valor pecuniario u (iii) otro

beneficio  o  utilidad,  a  cambio  de  que  el  servidor  público  extranjero;  (i)  realice,  (ii)  omita,  (iii)  o  retarde,

cualquier acto relacionado con el ejercicio de sus funciones y en relación con un negocio o transacción

internacional. Dichas personas serán sancionadas administrativamente en los términos establecidos por

esta ley.

Las entidades que tengan la calidad de matrices, conforme al régimen previsto en la Ley 222 de 1995 o la

norma que la modifique o sustituya, serán responsables y serán sancionadas, en el evento de que una de

sus subordinadas incurra en alguna de las conductas enunciadas en el inciso primero de este artículo, con

el consentimiento o la tolerancia de la matriz.

Parágrafo  1.  Para  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  presente  artículo,  se  considera  servidor  público

extranjero  toda  persona  que  tenga  un  cargo  legislativo,  administrativo  o  judicial  en  un  Estado,  sus

subdivisiones políticas o autoridades locales, o una jurisdicción extranjera, sin importar si  el  individuo

hubiere sido nombrado o elegido. También se considera servidor público extranjero toda persona que ejerza

una función pública para un Estado, sus subdivisiones políticas o autoridades locales, o en una jurisdicción

extranjera, sea dentro de un organismo público, o de una empresa del Estado o una entidad cuyo poder de



decisión se encuentre sometido a la voluntad del Estado, sus subdivisiones políticas o autoridades locales, o

de una jurisdicción extranjera. También se entenderá que ostenta la referida calidad cualquier funcionario o

agente de una organización pública internacional.

Parágrafo 2. Lo previsto en esta ley para las personas jurídicas se extenderá a las sucursales de sociedades

que operen en el exterior, así como a las empresas industriales y comerciales del Estado, sociedades en las

que el Estado tenga participación y sociedades de economía mixta.

Parágrafo 3. Lo previsto en el presente artículo no se aplica cuando la conducta haya sido realizada por un

asociado que no detente el control de la persona jurídica.

 

Artículo 3. Competencia. Las conductas descritas en el  artículo 2° e esta ley serán investigadas y

sancionadas por la Superintendencia de Sociedades.

La Superintendencia tendrá competencia sobre las conductas cometidas en territorio extranjero, siempre

que la persona jurídica o la sucursal de sociedad extranjera presuntamente responsable esté domiciliada en

Colombia.

 
Parágrafo. La competencia prevista en este artículo no se trata del ejercicio de funciones jurisdiccionales

por parte de la Superintendencia de Sociedades.

 

Artículo 4. No prejudicialidad. El inicio, impulso y finalización de la investigación administrativa que se

adelante respecto de una persona jurídica por las acciones u omisiones enunciadas conforme a lo previsto

en el artículo 2° de la presente ley, no dependerá ni estará condicionado o supeditado a la iniciación de otro

proceso, cualquiera sea su naturaleza, ni a la decisión que haya de adaptarse en el mismo. La decisión de la

actuación administrativa de que trata esta ley, tampoco constituirá prejudicialidad.

 
CAPÍTULO II Régimen Sancionatorio

 

Artículo 5. Sanciones.  La Superintendencia de Sociedades impondrá una o varias de las siguientes

sanciones a las personas jurídicas que incurran en las conductas enunciadas en el artículo 2° de esta ley. La

imposición de las sanciones se realizará mediante resolución motivada, de acuerdo con los criterios de

graduación previstos en el artículo 7° de la presente ley:



1. Multa de hasta doscientos mil (200.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

2. Inhabilidad para contratar con el Estado colombiano por un término de hasta veinte (20) años.

La inhabilidad para contratar con el Estado iniciará a partir de la fecha en que la resolución sancionatoria se

encuentre ejecutoriada. Esta inhabilidad será impuesta a las personas jurídicas, de acuerdo con lo previsto

en el artículo 8° de la Ley 80 de 1993.

3. Publicación en medios de amplia circulación y en la página web de la persona jurídica sancionada de un

extracto de la decisión administrativa sancionatoria por un tiempo máximo de un (1) año. La persona

jurídica sancionada asumirá los costos de esa publicación.

4. Prohibición de recibir cualquier tipo de incentivo o subsidios del Gobierno, en un plazo de 5 años.

 
Parágrafo. Una vez ejecutoriado el acto administrativo por medio del cual se impongan las sanciones de que

trata esta ley, este deberá inscribirse en el registro mercantil de la persona jurídica sancionada.

La Superintendencia de Sociedades remitirá el acto administrativo a la Cámara de Comercio del domicilio

de  la  persona jurídica  o  a  la  Superintendencia  Financiera  de  Colombia,  según sea  el  caso,  para  su

inscripción  en  el  registro  correspondiente  a  fin  de  que  esta  información  se  refleje  en  el  correspondiente

certificado de existencia y representación legal.

En el caso de personas que no tienen la obligación de tener el registro mercantil que llevan las Cámaras de

Comercio, el acto administrativo sancionatorio se remitirá al ente de control que los supervisa o vigila, con

el fin de que lo publique en su página web. La publicación deberá realizarse en un aparte que se destine

exclusivamente a la divulgación de los nombres y número de identificación tributaria de las personas que

hayan sido sancionadas de conformidad con esta ley.

 

Artículo 6. Sanciones en caso de reformas estatutarias. En los casos en que una persona jurídica,

que hubiere incurrido en la conducta descrita en el artículo 2°, reforme o cambie su naturaleza antes de la

expedición del acto administrativo sancionatorio, se seguirán las siguientes reglas:

1. En los casos en que una sociedad, que hubiere incurrido en alguna de las conductas señaladas en el

artículo 2° de esta ley, se extinguiere por efecto de una fusión, la sociedad absorbente o de nueva creación

se hará acreedora de la sanción señalada en esta ley.



2. En los casos en que una sociedad incurra en alguna de las conductas señaladas en el artículo 2° de esta

ley y posteriormente se escinda, todas las sociedades que hayan participado en el proceso de escisión, bien

como escindente o beneficiaria, estarán sujetas solidariamente a las sanciones de que trata esta ley.

3. En los casos de transferencia de control sobre una sociedad que hubiere incurrido en alguna de las

conductas señaladas en el artículo 2° de esta ley, el sujeto adquirente del control estará sujeto a las

sanciones de que trata esta ley.

4. Las reglas precedentes serán aplicables a todas las formas asociativas diferentes de las sociedades.

Parágrafo. Este artículo se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el Código de Comercio y la Ley 222

de 1995 en relación con la transmisión de derechos y obligaciones en fusiones y escisiones, en los casos

en que exista un acto administrativo ejecutoriado imponiendo una sanción a la persona jurídica objeto de la

reforma estatutaria.

 

Artículo 7. Criterios de graduación de las sanciones. Las sanciones por las infracciones a la presente

ley se graduarán atendiendo a los siguientes criterios:

1. El beneficio económico obtenido o pretendido por el infractor con la conducta.

2. La mayor o menor capacidad patrimonial del infractor.

3. La reiteración de conductas.

4. La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora o de supervisión y la conducta procesal

del investigado.

5. La utilización de medios o de persona interpuesta para ocultar la infracción, los beneficios obtenidos o el

dinero, bienes o servicios  susceptibles de valoración económica, o cualquier beneficio o utilidad, ofrecido o

entregado a un funcionario público nacional o extranjero, o cualquiera de los efectos de la infracción.

6. El reconocimiento o aceptación expresa de la infracción antes del decreto de pruebas.

7.  La  existencia,  ejecución  y  efectividad  de  programas  de  transparencia  y  ética  empresarial  o  de

mecanismos anticorrupción al interior de la empresa, conforme a lo previsto en el artículo 23 de esta ley.

8. El grado de cumplimiento de las medidas cautelares.

9. Haber realizado un adecuado proceso de debida diligencia, previo a un proceso de fusión, escisión,

reorganización o adquisición del control en el que esté involucrada la sociedad que cometió la infracción.



10. Haber puesto en conocimiento de las autoridades mencionadas en la presente ley la comisión de las

conductas enunciadas en el artículo 2° por parte de empleados, representante legal o accionistas, conforme

a lo previsto en el artículo 19 de esta ley.

Parágrafo. El criterio de graduación previsto en el numeral 6 no podrá ser aplicado cuando se esté en

presencia de reiteración de conductas.

CAPÍTULO III Disposiciones procedimentales

 

Artículo 8. Normas aplicables. Las actuaciones administrativas de la Superintendencia de Sociedades

tendientes a determinar la responsabilidad de las personas jurídicas por la conducta prevista en el artículo

2° de esta ley se regirán por las disposiciones especiales del presente capítulo.

En lo no previsto por la presente ley, se aplicarán las disposiciones de la parte primera de la Ley 1437 de

2011 o las normas que la modifiquen.

 
 
Artículo 9. Caducidad de la facultad sancionatoria. La facultad sancionatoria establecida en esta ley

tiene una caducidad de diez (10) años, contados a partir de la comisión de la conducta.

La caducidad se interrumpirá con la formulación del pliego de cargos. A partir de ese momento comenzará

a correr de nuevo por diez (10) años, hasta tanto se profiera la sanción.

 

Artículo 10. Formas de iniciar la actuación administrativa. Las actuaciones administrativas de la

Superintendencia de Sociedades tendientes a determinar la responsabilidad de las personas jurídicas por

las infracciones a esta ley podrán iniciarse de oficio o por solicitud de cualquier persona.

 

Artículo 11. Indagación preliminar. Una vez iniciada la actuación administrativa, la Superintendencia de

Sociedades iniciará una indagación preliminar para determinar alguna conducta de las señaladas en el

artículo 2° de esta ley. La indagación preliminar tendrá una duración máxima de un (1) año y culminará con

el archivo o con la formulación de cargos contra las personas jurídicas investigadas. El término para la

indagación podrá ser prorrogado hasta por un (1) año cuando se requiera asistencia jurídica recíproca.

 

Artículo 12. Pliego de cargos. En el evento de determinarse la existencia de una posible infracción, la



Superintendencia de Sociedades procederá a la formulación de cargos mediante acto administrativo en el

que  se  señalarán,  con  precisión  y  claridad,  los  hechos  que  lo  originan,  las  personas  objeto  de  la

investigación,  las  disposiciones  presuntamente  vulneradas  y  las  sanciones  procedentes.  Este  acto

administrativo  deberá  ser  notificado  personalmente  a  los  investigados.  Contra  el  acto  administrativo  de

formulación de cargos no procede recurso alguno.

 

Artículo 13. Medidas cautelares. En el pliego de cargos o en cualquier etapa posterior de la actuación

administrativa,  la  Superintendencia  de  Sociedades  podrá  ordenar  medidas  cautelares  cuando  sean

necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de una

eventual decisión sancionatoria.

 

Artículo 14. Descargos. Los investigados podrán, dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la

notificación  de  la  formulación  de  cargos,  presentar  los  descargos  a  que  hubiere  lugar.  En  los  descargos

podrán solicitar o aportar las pruebas que pretendan hacer valer.

Las  pruebas  inconducentes,  impertinentes  o  superfluas  serán  rechazadas  de  manera  motivada.  No  se

atenderán las pruebas practicadas ilegalmente. La Superintendencia de Sociedades podrá ordenar pruebas

de oficio.

 

Artículo 15. Período probatorio. El período probatorio y los alegatos tendrán el término prescrito en el

artículo 48 de la Ley 1437 de 2011. El período probatorio podrá ser prorrogado una sola vez cuando se

requiera ayuda jurídica recíproca, por el tiempo que duren estos procedimientos.

 

Artículo 16.  Decisión.  Dentro  de los  sesenta (60)  días  hábiles  siguientes  a  la  presentación de los

alegatos, la Superintendencia de Sociedades deberá proferir la resolución que determine la existencia de la

responsabilidad de las personas jurídicas por las infracciones a esta ley.

 

Artículo 17. Vía administrativa. Contra la resolución que determine la existencia de la responsabilidad

de las personas jurídicas por las infracciones a esta ley solo procederá el recurso de reposición.

 

Artículo 18. Remisión a otras autoridades.  Si  los hechos materia del procedimiento sancionatorio



pudieren llegar a ser constitutivos de delito, falta disciplinaria o de otro tipo de infracción administrativa, la

Superintendencia de Sociedades pondrá en conocimiento de los hechos a la Fiscalía General de la Nación, la

Procuraduría General de la Nación o la entidad que corresponda, y acompañará copia de los documentos

pertinentes.

 

Artículo  19.  Beneficios  por  colaboración.  La  Superintendencia  de  Sociedades  podrá  conceder

beneficios a participantes en las infracciones descritas en esta ley, siempre y cuando los mismos la pongan

en conocimiento de la Superintendencia y colaboren oportunamente con la entrega de información y

pruebas relacionadas con dicha conducta conforme a las siguientes reglas.

1. Los beneficios podrán incluir la exoneración total o parcial de la sanción. En todo caso, cualquiera sea la

modalidad  de  exoneración,  la  Superintendencia  deberá  tener  en  cuenta  los  siguientes  criterios  para

conceder dichos beneficios:

a) La calidad y utilidad de la información suministrada a la Superintendencia para el esclarecimiento de los

hechos, para la represión de las conductas y para determinar la modalidad, duración y efectos de la

conducta  ilegal,  así  como  la  identidad  de  los  responsables,  su  grado  de  participación  y  el  beneficio  que

hubiera obtenido con ella;

b) La oportunidad en que la Superintendencia reciba la colaboración.

2. La exoneración total de la sanción, podrá ser concedida siempre que de manera previa a que se hubiere

iniciado la correspondiente actuación administrativa, la persona jurídica: (i) haya puesto en conocimiento

de la Superintendencia, las infracciones de que trata esta ley y (ii) no se hayan ejercido las obligaciones y

derechos que surgieren de un contrato originado en un negocio o transacción internacional conforme lo

menciona esta ley, según sea el caso.

3. La exoneración parcial de la sanción, podrá ser concedida cuando la información haya sido entregada de

manera posterior a la iniciación de la actuación administrativa. En todo caso, la disminución de la sanción,

en lo que respecta a la multa, no podrá exceder del 50% de la misma.

 

Artículo  20.  Actuaciones  y  diligencias  para  la  investigación  administrativa  del  soborno

transnacional.  Para  el  ejercicio  de  las  competencias  previstas  en  esta  ley,  la  Superintendencia  de

Sociedades podrá realizar todas las actuaciones autorizadas por la ley para el ejercicio de sus funciones de

inspección, vigilancia y control. En especial, podrán:



1. Realizar visitas de inspección, decretar y practicar pruebas y recaudar toda la información conducente.

2.  Solicitar  a las personas naturales y jurídicas el  suministro de datos,  informes,  libros y papeles de

comercio que se requieran para el esclarecimiento de los hechos.

3. Interrogar, bajo juramento y con observancia de las formalidades previstas para esta clase de pruebas en

el  Código  General  del  Proceso,  a  cualquier  persona  cuyo  testimonio  pueda  resultar  útil  para  el

esclarecimiento de los hechos durante el desarrollo de sus funciones.

 

Artículo 21. Renuencia a suministrar información. Las personas jurídicas, que se rehúsen a presentar

a  la  Superintendencia  de  Sociedades  los  informes  o  documentos  requeridos  en  el  curso  de  las

investigaciones  administrativas,  los  oculten,  impidan  o  no  autoricen  el  acceso  a  sus  archivos  a  los

funcionarios  competentes,  remitan  la  información  solicitada  con  errores  significativos  o  en  forma

incompleta, o no comparezcan a las diligencias probatorias de la Superintendencia de Sociedades sin

justificación,  serán  sancionadas  con  multa  a  favor  de  esta  Superintendencia,  hasta  de  doscientos  mil

(200.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes al momento de la ocurrencia de los hechos. La

Superintendencia de Sociedades podrá imponer multas sucesivas al renuente, en los términos del artículo

90 de la Ley 1437 de 2011.

La sanción a la  que se refiere el  anterior  inciso se aplicará sin perjuicio de la  obligación de suministrar  o

permitir el acceso a la información o a los documentos requeridos, en los términos del artículo 20 de esta

ley.

Dicha sanción se impondrá mediante resolución motivada, previo traslado de la solicitud de explicaciones a

la persona a sancionar, quien tendrá un término de diez (10) días para presentarlas.

La resolución que ponga fin a la actuación por renuencia deberá expedirse y notificarse dentro de los dos

(2) meses siguientes al vencimiento del término para dar respuesta a la solicitud de explicaciones. Contra

esta resolución procede el recurso de reposición, el cual deberá interponerse dentro de los cinco (5) días

siguientes a la fecha de la notificación.

Parágrafo.  Esta  actuación  no  suspende  ni  interrumpe  el  desarrollo  del  procedimiento  administrativo

sancionatorio  que  se  esté  adelantando  para  establecer  la  comisión  de  infracciones  a  disposiciones

administrativas.

 



Artículo 22. Remisión de información por parte de otras entidades. La Dirección de Impuestos y

Aduanas Nacionales informará a la Superintendencia de Sociedades todo reporte de actividad sospechosa

que indique la presunta realización de conductas típicas establecidas como soborno transnacional.

 
 

CAPÍTULO IV

Atribuciones y obligaciones de la Superintendencia

 

Artículo 23. Programas de ética empresarial. La Superintendencia de Sociedades promoverá en las

personas jurídicas sujetas a su vigilancia la adopción de programas de transparencia y ética empresarial, de

mecanismos internos anticorrupción, de mecanismos y normas internas de auditoría,  promoción de la

transparencia y de mecanismos de prevención de las conductas señaladas en el artículo 2° de la presente

ley.

 
La Superintendencia determinará las personas jurídicas sujetas a este régimen, teniendo en cuenta criterios

tales como el monto de sus activos, sus ingresos, el número de empleados y objeto social.

 

Artículo 24. Asistencia jurídica recíproca. Para efecto del desarrollo de las actuaciones administrativas

previstas en esta ley, la Superintendencia de Sociedades podrá acudir a los mecanismos de ayuda jurídica

recíproca internacional previstos en el artículo 9° de la “Convención para combatir el cohecho de servidores

públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales” aprobada por la Ley 1573 de 2012.

Para esos efectos podrá solicitar a autoridades extranjeras y organismos internacionales, directamente o

por los conductos establecidos, cualquier elemento probatorio o la práctica de diligencias que resulten

necesarias, dentro del ámbito de sus competencias.

En la solicitud de asistencia se le informará a la autoridad requerida los datos necesarios para su desarrollo,

se precisarán los  hechos que motivan la  actuación,  el  objeto,  los  elementos probatorios,  las  normas

presuntamente violadas, la identidad, ubicación de personas o bienes cuando ello fuere necesario, las

instrucciones  que  convenga  observar  por  la  autoridad  extranjera  y  el  término  concedido  para  el

diligenciamiento de la petición.

 

Artículo 25. Práctica de pruebas en el exterior. La Superintendencia de Sociedades podrá trasladar

funcionarios a territorio extranjero para la práctica de diligencias, con la autorización de las autoridades



extranjeras legitimadas para otorgarla, previo aviso de ello al Ministerio de Relaciones Exteriores y a la

representación diplomática acreditada en Colombia del país donde deba surtirse la diligencia.

 

Artículo 26.  Prueba trasladada.  Las  pruebas  practicadas  válidamente  en  una actuación  judicial  o

administrativa, dentro o fuera del país y los medios materiales de prueba, podrán trasladarse a la actuación

sancionatoria de la Superintendencia mediante copias autorizadas por el respectivo funcionario.

También podrán trasladarse los  elementos  materiales  probatorios  o  evidencias  físicas  que la  Fiscalía

General  de la  Nación,  las  víctimas o la  defensa hayan descubierto,  aun cuando ellos  no hayan sido

introducidos y controvertidos en la audiencia del juicio y no tengan por consiguiente la calidad de pruebas.

Estos elementos materiales probatorios o evidencias físicas deberán ser sometidos a contradicción dentro

del proceso sancionatorio administrativo.

Cuando la Superintendencia necesite información acerca de una investigación penal en curso o requiera

trasladar a la actuación sancionatoria administrativa elementos materiales probatorios o evidencias físicas

que no hayan sido descubiertos, así lo solicitará a la Fiscalía General de la Nación. En cada caso, la Fiscalía

evaluará la solicitud y determinará qué información o elementos materiales probatorios o evidencias físicas

puede entregar, sin afectar la investigación penal ni poner en riesgo el éxito de la misma.

 

Artículo 27. Convenios interinstitucionales. La Fiscalía General de la Nación y la Superintendencia de

Sociedades suscribirán los convenios necesarios para intercambiar información y elementos de prueba y

para articular sus actuaciones en las investigaciones de su competencia, en cualquiera de las etapas de la

investigación.

 

Artículo 28. Remisión de información. La Fiscalía General de la Nación informará a la Superintendencia

de Sociedades toda noticia criminal que sea calificada provisionalmente como soborno transnacional. Esta

información deberá ser suministrada inmediatamente después del inicio de la indagación preliminar.

La Superintendencia de Sociedades informará a la Fiscalía General de la Nación de todas las investigaciones

que se adelanten en aplicación de esta ley.

 

Artículo 29. Información espontánea a autoridades extranjeras. La Fiscalía General de la Nación

informará, de manera espontánea, a las autoridades judiciales y administrativas de países extranjeros



sobre toda noticia criminal que sea calificada provisionalmente como cohecho por dar u ofrecer, donde la

conducta bajo investigación haya sido cometida por los empleados o administradores de una persona

jurídica domiciliada en el exterior.

 

CAPÍTULO V

Disposiciones en materia penal

 

Artículo 30. Soborno transnacional. El artículo 30 de laLey 1474 de 2011 quedará así:

Artículo 30. Soborno transnacional. El artículo 433 del Código Penal quedará así:

 
El que dé, prometa u ofrezca a un servidor público extranjero, en provecho de este o de un tercero,

directa  o  indirectamente,  sumas  de  dinero,  cualquier  objeto  de  valor  pecuniario  u  otro  beneficio  o

utilidad a cambio de que este realice, omita o retarde cualquier acto relacionado con el ejercicio de sus

funciones y en relación con un negocio o transacción internacional, incurrirá en prisión de nueve (9) a

quince (15) años, inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término y

multa de seiscientos cincuenta (650) a cincuenta mil  (50.000) salarios mínimos legales mensuales

vigentes.

Parágrafo.  Para  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  presente  artículo,  se  considera  servidor  público

extranjero toda persona que tenga un cargo legislativo, administrativo o judicial en un Estado, sus

subdivisiones políticas o autoridades locales, o una jurisdicción extranjera, sin importar si el individuo

hubiere sido nombrado o elegido. También se considera servidor público extranjero toda persona que

ejerza una función pública para un Estado, sus subdivisiones políticas o autoridades locales, o en una

jurisdicción extranjera, sea dentro de un organismo público, o de una empresa del Estado o una entidad

cuyo poder de decisión se encuentre sometido a la voluntad del Estado, sus subdivisiones políticas o

autoridades locales, o de una jurisdicción extranjera. También se entenderá que ostenta la referida

calidad cualquier funcionario o agente de una organización pública internacional.

 

CAPÍTULO VI

Modificaciones a la Ley 1474 de 2011

 

Artículo 31. Inhabilidad para contratar. El artículo 1 de la Ley 1474 de 2011 quedará así:



Artículo 1. Inhabilidad para contratar de quienes incurran en delitos contra la administración

pública. El literal j) del numeral 1 del artículo 8° de la Ley 80 de 1993 quedará así:

Las personas naturales que hayan sido declaradas responsables judicialmente por la comisión de delitos

contra la Administración Pública o de cualquiera de los delitos o faltas contemplados por laLey 1474 de

2011  y  sus  normas  modificatorias  o  de  cualquiera  de  las  conductas  delictivas  contempladas  por  las

convenciones o tratados de lucha contra la corrupción suscritos y ratificados por Colombia, así como las

personas jurídicas que hayan sido declaradas responsables administrativamente por la conducta de

soborno transnacional.

Esta inhabilidad procederá preventivamente aún en los casos en los que esté pendiente la decisión sobre

la impugnación de la sentencia condenatoria.

Asimismo, la inhabilidad se extenderá a las sociedades de las que hagan parte dichas personas en

calidad  de  administradores,  representantes  legales,  miembros  de  junta  directiva  o  de  socios

controlantes, a sus matrices y a sus subordinadas y a las sucursales de sociedades extranjeras, con

excepción de las sociedades anónimas abiertas.

 
La inhabilidad prevista en este literal se extenderá por un término de veinte (20) años.

Artículo  32.  Responsabilidad  de  los  revisores  fiscales.  El  artículo  7°  de  la  Ley  1474  de  2011

quedará  así:

Artículo 7. Responsabilidad de los revisores fiscales. Adiciónese un numeral 5 al artículo 26 de la

Ley 43 de 1990, el cual quedará así:

5. Los revisores fiscales tendrán la obligación de denunciar ante las autoridades penales, disciplinarias y

administrativas,  los  actos  de  corrupción  así  como  la  presunta  realización  de  un  delito  contra  la

administración pública, un delito contra el orden económico y social, o un delito contra el patrimonio

económico que hubiere detectado en el ejercicio de su cargo.

También deberán poner estos hechos en conocimiento de los órganos sociales y de la administración de

la  sociedad.  Las  denuncias  correspondientes  deberán  presentarse  dentro  de  los  seis  (6)  meses

siguientes  al  momento  en  que  el  revisor  fiscal  hubiere  tenido  conocimiento  de  los  hechos.  Para  los

efectos de este artículo, no será aplicable el régimen de secreto profesional que ampara a los revisores

fiscales.



Artículo 33. Inhabilidad para contratar de quienes financien campañas políticas. Modifíquese el artículo 2°

de la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así:

Artículo  2.  Inhabilidad para  contratar  de  quienes  financien campañas políticas.  El  numeral  1

del artículo 8° de laLey 80 de 1993 tendrá un nuevo literal k), el cual quedará así:

Las  personas  naturales  o  jurídicas  que  hayan  financiado  campañas  políticas  a  la  Presidencia  de  la

República, a las gobernaciones, a las alcaldías o al Congreso de la República, con aportes superiores al

dos por ciento (2.0%) de las sumas máximas a invertir por los candidatos en las campañas electorales en

cada circunscripción electoral, quienes no podrán celebrar contratos con las entidades públicas, incluso

descentralizadas, del respectivo nivel administrativo para el cual fue elegido el candidato.

La inhabilidad se extenderá por todo el  período para el  cual el  candidato fue elegido. Esta causal

también operará para las personas que se encuentren dentro del segundo grado de consanguinidad,

segundo de afinidad, o primero civil de la persona que ha financiado la campaña política.

Esta inhabilidad comprenderá también a las personas jurídicas en las cuales el representante legal, los

miembros de junta directiva o cualquiera de sus socios controlantes hayan financiado directamente o por

interpuesta persona campañas políticas  a  la  Presidencia  de la  República,  a  las  gobernaciones,  las

alcaldías o al  Congreso de la República. La inhabilidad contemplada en esta norma no se aplicará

respecto de los contratos de prestación de servicios profesionales.

Artículo 34. Funciones adicionales del Programa Presidencial de Modernización, Eficiencia, Transparencia y

Lucha contra la Corrupción. Adiciónese al artículo 72 de la Ley 1474 de 2011, los siguientes literales:

g) Solicitar  y  analizar  información de naturaleza pública de las  entidades públicas o privadas que

ejecuten recursos del Estado o presten un servicio público, y de los sujetos obligados bajo la Ley 1712

de 2014

–Ley  de  Transparencia  y  Acceso  a  la  Información  Pública–,  cuando  sea  necesario  para  verificar  la

transparencia en el manejo de los recursos y la integridad de la administración pública, y generar alertas

tempranas, que deberá poner en conocimiento de las autoridades competentes;

h) Dar traslado a los entes de control y a la Fiscalía General de la Nación de presuntos delitos contra la

administración  pública,  delitos  contra  el  orden  económico  y  social,  o  delitos  contra  el  patrimonio

económico, así como infracciones disciplinarias o fiscales, de los que haya tenido conocimiento, y de la

documentación o evidencia conducente para la verificación de esos casos;



i)  Requerir  a las comisiones regionales de moralización adelantar las investigaciones por presuntos

delitos contra la administración pública, delitos contra el orden económico y social, delitos contra el

patrimonio  económico,  infracciones  disciplinarias  o  fiscales,  de  los  que  haya  tenido  conocimiento;  y

formular  recomendaciones  para  prevenir  y  atacar  riesgos  sistémicos  de  corrupción.

 

CAPÍTULO VII

Derogatorias y vigencia

 

Artículo 35. Medidas contra personas jurídicas. Modifíquese el artículo 34 de la Ley 1474 de 2011, el

cual quedará así:

Artículo 34.  Medidas contra personas jurídicas.  Independientemente  de  las  responsabilidades

penales individuales a que hubiere lugar, las medidas contempladas en el artículo 91 de la Ley 906 de

2004  se  aplicarán  a  las  personas  jurídicas  que  se  hayan buscado beneficiar  de  la  comisión  de  delitos

contra la Administración Pública, o cualquier conducta punible relacionada con el patrimonio público,

realizados por su representante legal o sus administradores, directa o indirectamente.

 
En los  delitos  contra  la  Administración Pública  o  que afecten el  patrimonio  público,  las  entidades

estatales posiblemente perjudicadas podrán pedir la vinculación como tercero civilmente responsable de

las personas jurídicas que hayan participado en la comisión de aquellas.

Cuando exista sentencia penal condenatoria debidamente ejecutoriada contra el representante legal o

los administradores de una sociedad domiciliada en Colombia o de una sucursal de sociedad extranjera,

por el delito de cohecho por dar u ofrecer, la Superintendencia de Sociedades podrá imponer multas de

hasta doscientos mil (200.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes si, con el consentimiento de

la persona condenada o con la tolerancia de la misma, dicha sociedad domiciliada en Colombia o

sucursal de sociedad extranjera se benefició de la comisión de ese delito.

Igualmente, podrá imponer la sanción de publicación en medios de amplia circulación y en la página web

de la persona jurídica sancionada de un extracto de la decisión sancionatoria por un tiempo máximo de

un (1) año. La persona jurídica sancionada asumirá los costos de esa publicación.

También podrá disponer la prohibición de recibir cualquier tipo de incentivo o subsidios del Gobierno, en

un plazo de 5 años.

 



En  esta  actuación,  la  Superintendencia  de  Sociedades  aplicará  las  normas  sobre  procedimiento

administrativo sancionatorio contenidas en el Capítulo III del Título III de la Ley 1437 de 2011.

Parágrafo 1. Para efectos de la graduación de las sanciones monetarias de que trata el presente artículo,

se tendrá en cuenta:

a)  la  existencia,  ejecución  y  efectividad de  programas de  transparencia  y  ética  empresarial  o  de

mecanismos anticorrupción al interior de la sociedad domiciliada en Colombia o sucursal de sociedad

extranjera;

b) la realización de un proceso adecuado de debida diligencia, en caso que la sociedad domiciliada en

Colombia o la sucursal de sociedad extranjera haya sido adquirida por un tercero y que

c) la persona jurídica haya entregado pruebas relacionadas con la comisión de las conductas enunciadas

en este artículo por parte de sus administradores o empleados.

Parágrafo 2.  En los casos de soborno transnacional,  la Superintendencia de Sociedades aplicará el

régimen sancionatorio especial previsto para esa falta administrativa.

 

Artículo 36. Transitorio. La Superintendencia de Sociedades tendrá un plazo máximo de seis (6) meses a

partir de la entrada en vigencia de esta ley para establecer y poner en funcionamiento la estructura

administrativa necesaria para el ejercicio de las competencias aquí previstas.

Dentro de ese lapso, deberá expedir las instrucciones administrativas relacionadas en el artículo 23 de esta

ley.

 
 
Artículo 37. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las demás disposiciones

que le sean contrarias.

 

El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Fernando Velasco Chaves.

El Secretario General del honorable Senado de la República,



Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alfredo Rafael Deluque Zuleta.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL.

Publíquese y Cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 2 de febrero de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Yesid Reyes Alvarado.

La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

Cecilia Álvarez-Correa Glen
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LEY 1777 DE 2016

(febrero 1 de 2016)

por medio de la cual se definen y regulan las cuentas abandonadas y se les asigna un uso eficiente a estos

recursos.

 
El Congreso de Colombia

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/25/ley-1777-de-2016/


 

DECRETA

 

Artículo 1. *EXEQUIBLE* El objeto de la presente ley es utilizar los saldos de cuentas abandonadas que se

encuentran en los establecimientos financieros,  para ser invertidos en la creación y administración de un

fondo en el Icetex que permita el otorgamiento de créditos de estudio y créditos de fomento a la calidad de

las Instituciones de Educación Superior.

 
*Notas Jurisprudenciales*

Corte Constitucional

La Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE, por el cargo analizado, mediante la Sentencia  C-347/17 del

24 de Mayo; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

 

Artículo  2.  Definición.  Para  el  objeto  de  la  presente  ley  se  consideran  cuentas  abandonadas  aquellas

cuentas corrientes o de ahorro sobre las cuales no se hubiere realizado movimiento de depósito, retiro,

transferencia o, en general, cualquier débito o crédito que las afecte durante (3) años ininterrumpidos en

todas las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera.

No  impiden  considerar  la  cuenta  como  abandonada  las  operaciones  de  créditos  o  débitos  que  los

establecimientos  financieros  realicen  con  el  fin  de  abonar  intereses  o  realizar  cargos  por  comisiones  y/o

servicios bancarios.

Parágrafo.  Una  cuenta  deja  de  considerarse  abandonada  cuando  deja  de  cumplir  con  los  requisitos

establecidos en el presente artículo o por requerimiento de autoridad competente.

 

Artículo 3. Traslado de recursos. Se transferirán por las entidades tenedoras los saldos de las cuentas

de ahorro o corrientes que se consideren abandonadas de acuerdo con las condiciones establecidas en el

artículo 2° de la presente ley y que superen el valor equivalente a 322 UVR a título de mutuo al fondo

constituido y reglamentado por el Icetex para este fin.

Parágrafo 1. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, el Gobierno nacional tendrá un plazo no

mayor de tres (3) meses para reglamentar la operatividad necesaria del traslado de los recursos de que



trata este artículo y para el reintegro de los recursos dispuestos en el artículo 5° de la presente ley. Una vez

establecida la operatividad, se requerirá a las entidades financieras el traslado de los recursos.

Parágrafo 2. Los costos de mantenimiento y funcionamiento del proceso de traslados y reintegros serán

asumidos con los recursos de que trata este artículo.

 
Parágrafo  3.  El  Icetex  creará  un  fondo  con  destinación  específica  para  la  administración  de  los  recursos

transferidos  y,  reglamentará  su  estructura  y  funcionamiento  de  acuerdo  con  los  fines  de  que  trata  el

artículo  1°  de  la  presente  ley.

Parágrafo 4. El Icetex deberá garantizar, de acuerdo con la normatividad vigente, que el rendimiento de la

cuenta que haya sido declarada en abandono, sea equivalente al que tendría el mismo tipo de cuenta en la

entidad financiera respectiva.

 
*Notas Jurisprudenciales*

Corte Constitucional

La Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE, por el cargo analizado, mediante la Sentencia  C-347/17 del

24 de Mayo; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

 

Artículo 4. Contabilización y registro. Las entidades financieras enviarán al Icetex los listados en donde

se discriminen las cuentas abandonadas y el saldo objeto de traslado al fondo constituido para tal fin.

Parágrafo 1. La Junta Directiva del Icetex determinará en un plazo no mayor a tres (3) meses a partir de la

entrada en vigencia de la presente ley, las condiciones y la periodicidad con que se elaborarán los listados.

Parágrafo  2.  Las  entidades  financieras  deberán  remitir  a  la  Superintendencia  Financiera  de  Colombia  la

Información respecto de las cuentas abandonadas y el traslado de los recursos de las mismas por parte de

los establecimientos financieros, en el tiempo y condiciones estipuladas por la Junta Directiva del Icetex.

Parágrafo 3. La información enviada por los establecimientos financieros al Icetex será para el uso exclusivo

de los fines consagrados de la presente ley y en concordancia con las disposiciones de la Ley Estatutaria

1266 de 2008.

 
*Notas Jurisprudenciales*

Corte Constitucional



La Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE, por el cargo analizado, mediante la Sentencia  C-347/17 del

24 de Mayo; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

 

Artículo 5. Retiro y reintegro del saldo. La entidad financiera deberá entregarle el saldo al depositante

en el momento en que este lo solicite, el cual no podrá ser superior a un (1) día siguiente a la solicitud

presentada, con los rendimientos respectivos, de conformidad con las disposiciones actualmente vigentes

para el efecto.

 
La entidad financiera le solicitará al administrador del fondo previsto en el artículo 1° de la presente ley los

saldos a reintegrar por las reclamaciones de los cuentahabientes en el momento en que estos los soliciten.

 

Artículo 6. Reserva para el pago de reintegros. El fondo debidamente constituido por el Icetex para tal

fin  tendrá  como  mínimo  en  reserva  el  veinte  (20%)  de  los  recursos  que  le  sean  transferidos  por  los

establecimientos financieros de que trata el artículo 3° de la presente ley, para atender las solicitudes de

reintegro efectuadas por los establecimientos antes mencionados.

 
*Notas Jurisprudenciales*

Corte Constitucional

La Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE, por el cargo analizado, mediante la Sentencia  C-347/17 del

24 de Mayo; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

 

Artículo 7. Uso de los recursos.  Los recursos del fondo a que hace referencia el artículo 1° de la

presente ley, serán invertidos de conformidad con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno

nacional a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en concertación con el Icetex y el Ministerio

de Educación Nacional, optimizando los recursos del portafolio.

El  Icetex  solo  utilizará  el  100%  de  los  rendimientos  financieros  generados  por  la  administración  de  este

portafolio de acuerdo con los fines de que trata el artículo 1° de la presente ley.

 
*Notas Jurisprudenciales*

Corte Constitucional



La Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE, por el cargo analizado, mediante la Sentencia  C-347/17 del

24 de Mayo; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

 

Artículo 8. Control político. Antes del 15 de junio de cada año el Ministerio de Educación Nacional deberá

presentar un informe al Congreso de la República sobre transferencias, reintegros y rendimientos de los

recursos transferidos de acuerdo con los artículos 3° y 6° y sobre el cumplimiento de lo dispuesto en el

artículo 7° de la presente ley.

 

Artículo 9. Vigencias y derogatorias. La presente ley entra a regir a partir de su publicación, y deroga

las disposiciones que le sean contrarias.  El artículo 36 del Decreto número 2331 de 1998 continúa

vigente y no se modifica ni deroga por ninguna disposición de la presente ley.

 

El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Fernando Velasco Chaves.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alfredo Rafael Deluque Zuleta.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL.

Publíquese y Cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 1° de febrero de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.



La Ministra de Educación Nacional,

Gina Parody D’Echeona.


